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SESIONES ORDINARIAS

2008

ORDEN DEL DIA Nº 1004

SUMARIO: Declaración de validez del decreto 1.395
de fecha 2 de septiembre de 2008. (5.434-D.-2008.)

I. Dictamen de mayoría.
II. Dictamen de minoría.

I
Dictamen de mayoría

Honorable Congreso:

La Comisión Bicameral Permanente de Trámite Le-
gislativo (Ley 26.122) prevista en los artículos 99, in-
ciso 3, y 100, incisos 12 y 13, de la Constitución Na-
cional ha considerado el expediente referido al decreto
del Poder Ejecutivo 1.395 de fecha 2 de septiembre
de 2008 mediante el cual se observan los artículo 5º,
11, 20 y 21 del proyecto de ley registrado bajo el nú-
mero 26.396 sancionado por el Honorable Congreso
de la Nación el 13 de agosto de 2008, referido a la
prevención y control de trastornos alimentarios.

En virtud de los fundamentos que se exponen en
el informe adjunto, y por los que oportunamente
ampliará el miembro informante, se aconseja la apro-
bación del siguiente

Proyecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación
RESUELVEN:

Artículo 1º – Declarar la validez del decreto 1.395
de fecha 2 de septiembre de 2008.

Art. 2º – Comuníquese.
De acuerdo con las disposiciones pertinentes,

este dictamen pasa directamente al orden del día.
Sala de la comisión, 17 de septiembre de 2008.

Diana B. Conti. – Luis F. J. Cigogna. –
Jorge A. Landau. – Agustín O. Rossi. –
Patricia Vaca Narvaja. – Nicolás A.

COMISION BICAMERAL PERMANENTE
DE TRAMITE LEGISLATIVO (LEY 26.122)

Impreso el día 14 de octubre de 2008
Término del artículo 113: 23 de octubre de 2008

Fernández. – Silvia E. Gallego. –
Marcelo A. H. Guinle. – Miguel A.
Pichetto.

En disidencia parcial:

Marcela V. Rodríguez.

INFORME

Honorable Congreso:

I. Antecedentes

La Constitución Nacional, antes de la reforma de
1994, establecía en forma clara y terminante la
doctrina de la separación de las funciones del
gobierno, precisando uno de los contenidos bási-
cos asignados a la forma republicana prevista en
su artículo 1°.

La clásica doctrina de la división de los poderes, con-
cebida por el movimiento constitucionalista como una
de las técnicas más eficaces para la defensa de las li-
bertades frente a los abusos gestados por la concen-
tración del poder, y que fuera complementada con la
teoría de los controles formulada por Karl Loewenstein,
revestía jerarquía constitucional y era uno de los pila-
res elementales sobre los cuales se estructuraba la or-
ganización gubernamental de la Nación.

La reforma constitucional de 1994 dejó atrás la dis-
cusión doctrinaria y jurisprudencial que en el marco
del paradigma instaurado por los constituyentes de
1853/60 se planteaba.1

1 Joaquín V. González se pronunciaba a favor de la
constitucionalidad de los decretos de necesidad y urgencia
siempre que ellos fueran sometidos a consideración del Ho-
norable Congreso de la Nación. Manual de la Constitución
Argentina, 1890.

En una postura distinta se ubica Linares Quintana, siguien-
do el criterio ortodoxo de que lo que no está previsto en la
ley no se puede hacer.
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A partir de la reforma, la facultad que la Consti-
tución Nacional le atribuye excepcionalmente al Po-
der Ejecutivo, más allá de las posturas doctrinarias,
ha adquirido “carta de ciudadanía constitucional,
por lo que ya no tiene sentido discutir si la proce-
dencia de esta clase de reglamentos se apoya en el
ensanche, o bien, en la superación de las fuentes
constitucionales. En tal sentido, su validez consti-
tucional encuentra apoyo expreso en el artículo 99,
inciso 3, de la Constitución reformada”.2

En procura de una regulación del poder atribui-
do al presidente de la Nación se establecieron me-
canismos tendientes a resolver el uso y la instru-
mentación de tres decretos cuyas características han
sido tipificadas en nuestra Constitución Nacional:
a) los decretos de necesidad y urgencia; b) los dic-
tados en virtud de delegación legislativa y c) los
de promulgación parcial de las leyes.

Estos decretos han sido consagrados expresa-
mente en los artículos 99, inciso 3, 76, 80 y 100,
incisos 12 y 13, de la Constitución Nacional.

El artículo 99 en su parte pertinente establece:
CAPÍTULO TERCERO. Atribuciones del Poder Eje-

cutivo. Artículo 99. “El presidente de la Nación tie-
ne las siguientes atribuciones: […]

”3. Participa de la formación de las leyes con
arreglo a la Constitución, las promulga y hace pu-
blicar. El Poder Ejecutivo no podrá en ningún caso
bajo pena de nulidad absoluta e insanable, emitir
disposiciones de carácter legislativo. Solamente
cuando circunstancias excepcionales hicieran impo-
sible seguir los trámites ordinarios previstos por
esta Constitución para la sanción de las leyes, y no
se trate de normas que regulen materia penal,
tributaria, electoral o el régimen de los partidos po-
líticos, podrá dictar decretos por razones de nece-
sidad y urgencia, los que serán decididos en acuer-
do general de ministros que deberán refrendarlos,
conjuntamente con el jefe de Gabinete de Ministros.

”El jefe de Gabinete de Ministros personalmente
y dentro de los diez días someterá la medida a con-
sideración de la Comisión Bicameral Permanente,
cuya composición deberá respetar la proporción de
las representaciones políticas de cada Cámara. Esta
comisión elevará su despacho en un plazo de diez
días al plenario de cada Cámara para su expreso tra-
tamiento, el que de inmediato considerarán las Cá-
maras. Una ley especial sancionada con la mayoría
absoluta de la totalidad de los miembros de cada
Cámara regulará el trámite y los alcances de la in-
tervención del Congreso.”

CAPÍTULO CUARTO. Atribuciones del Congreso. Ar-
tículo 76. “Se prohíbe la delegación legislativa en el
Poder Ejecutivo, salvo en materias determinadas de

administración o de emergencia pública, con plazo
fijado para su ejercicio y dentro de las bases de la
delegación que el Congreso establezca.

”La caducidad resultante del transcurso del pla-
zo previsto en el párrafo anterior no importará revi-
sión de las relaciones jurídicas nacidas al amparo
de las normas dictadas en consecuencia de la dele-
gación legislativa.”

CAPÍTULO QUINTO: De la formación y sanción
de las leyes. Artículo 80. “Se reputa aprobado por
el Poder Ejecutivo todo proyecto no devuelto en el
término de diez días útiles. Los proyectos desecha-
dos parcialmente no podrán ser aprobados en la
parte restante. Sin embargo, las partes no observa-
das solamente podrán ser promulgadas si tienen au-
tonomía normativa y su aprobación parcial no alte-
ra el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado
por el Congreso. En este caso será de aplicación el
procedimiento previsto para los decretos de nece-
sidad y urgencia.”

CAPÍTULO CUARTO: Del jefe de Gabinete y demás
ministros del Poder Ejecutivo: Artículo 100: […].

“12. Refrendar los decretos que ejercen faculta-
des delegadas por el Congreso, los que estarán
sujetos al control de la Comisión Bicameral Perma-
nente.

”13. Refrendar juntamente con los demás minis-
tros los decretos de necesidad y urgencia y los de-
cretos que promulgan parcialmente leyes. Someterá
personalmente y dentro de los diez días de su san-
ción estos decretos a consideración de la Comisión
Bicameral Permanente.”

La introducción de los institutos denominados
“decretos de necesidad y urgencia” y “facultades
delegadas” en el nuevo texto constitucional de 1994
implica poner reglas a una situación de excepción
y, por lo tanto, al estricto control que la Constitu-
ción Nacional le atribuye al Congreso Nacional.

Sin embargo ella no ha previsto el trámite ni los
alcances de la intervención del Congreso sino que
los ha dejado subordinados a una ley especial.

La ley 26.122 sancionada el 20 de julio de 2006
regula el trámite y los alcances de la intervención
del Congreso respecto de los decretos que dicta el
Poder Ejecutivo nacional: a) de necesidad y urgen-
cia, b) por delegación legislativa y c) de promul-
gación parcial de leyes.

El título II de la ley 26.122 establece el régimen
jurídico y la competencia de la Comisión Bicameral
Permanente y, en su artículo 5º, precisa que ella es-
tará integrada por ocho (8) diputados y ocho (8)
senadores, designados por los presidentes de sus
respectivas Cámaras.

En este sentido, a propuesta de los respectivos
bloques de las Cámaras, los presidentes de la Ho-
norable Cámara de Senadores y de la Honorable Cá-
mara de Diputados de la Nación han emitido los

2 Cassagne, Juan Carlos, La configuración de la potes-
tad reglamentaria, “La Ley”, 2004-A, 1144.
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decretos parlamentarios 43 de fecha 18 de diciem-
bre de 2007 y 17 de fecha 25 de febrero de 2008 y
las resoluciones 1.008 de fecha 18 de diciembre de
2007 y 1.171 de fecha 27 de diciembre de 2007 res-
pectivamente, designando a los señores senadores
y diputados miembros, integrando formalmente la
comisión.

En el ámbito jurisprudencial argentino, la Corte
Suprema de Justicia de la Nación tuvo ocasión de
expedirse antes de la reforma constitucional opera-
da en 1994, elaborando una correcta doctrina acer-
ca de la viabilidad del veto parcial y los requisitos
que deben cumplirse para declarar la cons-
titucionalidad de la promulgación parcial.

La primera sentencia data de 1947, en el caso
“Giulitta Orencio A. y otros c/gobierno nacional” 3

y en ella el argumento de la parte actora sobre el
cual se pronunció la Corte fue el siguiente: cuando
se veta parcialmente una ley y se promulga la parte
no vetada, queda en vigencia toda la ley, porque se
ha omitido devolver al Congreso el texto íntegro de
la ley parcialmente observada. Al decidir la impug-
nación, el alto tribunal no acogió este criterio, y es-
timó que lo cuestionado era exclusivamente la fa-
cultad de vetar parcialmente, y no el “efecto”
producido por el veto parcial.

Y limitando su sentencia a ese aspecto, sostuvo
que el veto parcial era legítimo y constitucional a
tenor del entonces artículo 72, y que ejercido por el
Poder Ejecutivo suspende la aplicación de la ley por
lo menos en relación a la parte vetada, o sea, impi-
de el efecto de la promulgación tácita.

Expresamente, añadió la Corte que no tenía, en
esa oportunidad y en esa causa, por qué pronun-
ciarse sobre la posibilidad constitucional de promul-
gar fragmentariamente la parte no vetada de la ley.

En cambio, al expedirse la Corte Suprema en el
caso “Colella, Ciríaco c/Fevre y Basset y/u otro
S.A.”, 4 del año 1967, sobre inconstitucionalidad de
promulgación parcial ,5 se impugnó dicha promulga-
ción por ser contraria al artículo 72 de la Constitu-
ción Nacional, actual artículo 83 de la Constitución
luego de la reforma operada en 1994.

En dicha oportunidad, la CSJN resolvió la invali-
dez constitucional de una promulgación parcial sos-
teniendo que “el proyecto sancionado por el Con-
greso Nacional constituía un todo inescindible, de
modo que las normas no promulgadas no pueden
separarse del texto total sin detrimento de la uni-
dad de éste. El Poder Ejecutivo al actuar de esta for-
ma asumió la calidad de legislador”.

3 “Fallos” 189:156, “Giulitta c/Nación Argentina”, 28/
3/1941.

4 En aquella ocasión, el Poder Ejecutivo promulgó par-
cialmente la ley 16881.

5 “Fallos” 268:352, “Colella, Ciríaco c/Fevre y Basset
y/u otro S.A.”, 9/8/1967.

6 “Fallos” 318:445, “Servicio Nacional de Parques Na-
cionales c/Franzini, Carlos y sus herederos o quien resulte
propietario de Finca ‘Las Pavas’ s/expropiación”,  5/4/1995.

7 Se discutía la constitucionalidad de una norma que au-
torizaba al Estado a pagar con bonos la indemnización por
expropiaciones. El proyecto de esa Ley de Consolidación
de Deudas del Estado –23.982– había sido sancionado por
el Congreso, excluyendo expresamente a las expropiacio-
nes del pago con bonos estatales. El Poder Ejecutivo vetó,
entre otras, esa disposición y promulgó el resto de la nor-
ma, con lo cual las expropiaciones no quedaban exceptua-
das del régimen general de ley.

8 “Fallos” 319:2844, “Guillén, Alejandro c/Estrella de
Mar y otros s/laboral”, 3/12/1996.

9 “Fallos” 323:2256, “Famyl S.A. c/Estado nacional s/
acción de amparo”, 29/8/2000.

Los principios sentados por la jurisprudencia ela-
borada por la Corte Suprema de Justicia de la Na-
cional fueron incorporados al texto constitucional,
determinando la incorporación del instituto de
promulgación parcial.

Con el actual artículo 80 de la Constitución Na-
cional tal y como ha quedado redactado a partir de
la reforma constitucional de 1994, se ha consagra-
do el principio general de que las partes de la ley
que no son objeto de observación por el Poder Eje-
cutivo sólo pueden promulgarse si tienen autono-
mía normativa y si su aprobación parcial no altera
el espíritu ni la unidad del proyecto sancionado por
el Honorable Congreso de la Nación.

Esta era la pauta que sentó la Corte Suprema en
el caso “Colella, Ciríaco c/Fevre y Basset y/u otro
S.A.”, dictado en 1967.

Vigente ya la reforma constitucional, dio por apli-
cable el mismo criterio en la hipótesis del artículo
80 de la Constitución Nacional al fallar en la causa
“Bustos Julio O. c/Servicios Especiales San Anto-
nio S.A.” del 20 de agosto de 1996.

Asimismo, luego de operada la reforma constitu-
cional del año 1994, en “Servicio Nacional de Par-
ques Nacionales c/Franzini, Carlos y sus herederos
o quien resulte propietario de Finca ‘Las Pavas’ s/
expropiación” ,6 la CSJN examinó y declaró la
inconstitucionalidad de una norma que imponía al
deudor el pago con bonos. Así y según lo expresa-
do por la misma Corte se convalidó la promulgación
parcial .7

Con posterioridad, en el caso “Guillén, Alejandro
c/Estrella de Mar y otros s/laboral” 8 la CSJN,  de
conformidad a lo dictaminado por el procurador ge-
neral de la Nación, convalidó la promulgación par-
cial de la ley 24.522, doctrina que mantuvo en pre-
cedentes posteriores .9

En síntesis, la doctrina judicial de la Corte reco-
noció siempre la validez constitucional del veto y
la promulgación parciales, a condición de que las
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normas promulgadas pudieran separarse del texto
total sin afectar la unidad de éste.

Conforme el actual texto constitucional, de la lec-
tura del artículo 80 surge la necesidad de interpretar
en forma armónica e integral el texto constitucional y
determinar si la parte no vetada que se promulga par-
cialmente tiene o no autonomía normativa, y si altera
o no el espíritu y la unidad de la ley.

“No hay duda de que en el momento en que el
Poder Ejecutivo veta una parte de la ley y promul-
ga el resto, es él quien adopta la decisión según su
criterio, y esto nos lleva a reconocer objetivamente
que el criterio para hacerlo pertenece al órgano al
cual la Constitución Nacional le discierne la com-
petencia de vetar y de promulgar”.10

II. Objeto

Se somete a dictamen de la comisión el decreto
del Poder Ejecutivo nacional 1.395 de fecha 2 de
septiembre de 2008 mediante el cual se observan los
artículos 5º, 11, 20 y 21 del proyecto de ley registra-
do bajo el número 26.396 sancionado por el Hono-
rable Congreso de la Nación el 13 de agosto de 2008,
referido a la prevención y control de trastornos
alimentarios.

Análisis del decreto

El Poder Ejecutivo nacional ha dejado constan-
cia en el último considerando del citado decreto que
él se dicta en uso de las atribuciones conferidas al
Poder Ejecutivo nacional por el artículo 80 de la
Constitución Nacional.

La ley 26.122, en el capítulo III del título III, se
refiere a los dictámenes de la Comisión Bicameral
Permanente respecto de los decretos de promul-
gación parcial de leyes estableciendo en su artícu-
lo 14 que esta comisión debe expedirse expresamen-
te acerca de la validez o invalidez del decreto de
promulgación parcial respecto de la adecuación del
decreto a los requisitos formales y sustanciales es-
tablecidos constitucionalmente para su dictado.

El artículo 80 de la Constitución Nacional esta-
blece que, para el caso de los decretos de promul-
gación parcial de leyes, será de aplicación el proce-
dimiento previsto para los decretos de necesidad y
urgencia.

La lectura del artículo 99, inciso 3, de la Consti-
tución Nacional permite distinguir como requisitos
formales: a) la firma del presidente de la Nación, b)
la firma de los señores ministros y del señor jefe de
Gabinete de Ministros, dictado en acuerdo general
de ministros y refrendado juntamente con el señor
jefe de Gabinete de Ministros y c) la remisión del
señor jefe de Gabinete de Ministros, a la Comisión
Bicameral Permanente.

Respecto de los requisitos sustanciales, el men-
cionado artículo 14 de la ley 26.122 en su parte per-
tinente establece:

“El dictamen debe pronunciarse expresamente
sobre la procedencia formal y sustancial del decre-
to. En este último caso debe indicar si las partes
promulgadas parcialmente tienen autonomía norma-
tiva y si la aprobación parcial no altera el espíritu o
la unidad del proyecto sancionado originalmente
por el Congreso”.

El decreto 1.395/08 en consideración ha sido de-
cidido en acuerdo general de ministros y refrenda-
do por la señora presidenta de la Nación, doctora
Cristina Fernández de Kirchner; el señor jefe de Ga-
binete de Ministros, don Sergio T. Massa, y los se-
ñores ministros, de conformidad con el artículo 99,
inciso 3, párrafo 3.

Asimismo, se encuentra cumplido el último requi-
sito formal referido a la obligación del jefe de Gabi-
nete de Ministros de someter la medida a conside-
ración de la Comisión Bicameral Permanente dentro
de los 10 días.

Conforme al artículo 99, inciso 3, párrafo 4, se ele-
va nuestro despacho en cumplimiento del plazo es-
tablecido.

La posición adoptada por la comisión tiene fun-
damento en el artículo 82 de la Constitución Nacio-
nal, que establece: “La voluntad de cada Cámara
debe manifestarse expresamente; se excluye, en to-
dos los casos, la sanción tácita o ficta”.

Corresponde a continuación analizar el cumpli-
miento de los requisitos sustanciales en el dictado
del decreto 1.395/08.

Previamente, resulta pertinente destacar que por
el citado proyecto de ley se declaran de interés na-
cional la prevención y control de los trastornos
alimentarios, que comprenderán la investigación de
sus agentes causales, el diagnóstico y tratamiento
de las enfermedades vinculadas, asistencia integral
y rehabilitación, incluyendo la de sus patologías
derivadas, y las medidas tendientes a evitar su pro-
pagación.

Asimismo, se determina que debe entenderse por
trastornos alimentarios a la obesidad, a la bulimia y
a la anorexia nerviosa, y a las demás enfermedades
que la reglamentación determine, relacionadas con
inadecuadas formas de ingesta alimenticia.

Por otra parte, se crea el Programa Nacional de
Prevención y Control de los Trastornos Alimentarios
en el ámbito del Ministerio de Salud, detallándose
los objetivos del mismo.

El artículo 5º del proyecto de ley incluye a los tras-
tornos alimentarios en el Sistema Nacional de Vigi-
lancia Epidemiológica –SINAVE– o en el que, en el
futuro, corresponda.

Es dable precisar que el SINAVE tiene por objeto
la detección temprana y monitoreo de brotes o mo-

10  Postura doctrinaria sostenida por el constitucionalista
Germán J. Bidart Campos.
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dalidades epidemiológicas de enfermedades que im-
pliquen un riesgo para la población y que, por lo
tanto, requieran la inmediata intervención para su
control, siendo además, por tales características, de
notificación obligatoria.

Sin embargo, los trastornos alimentarios y las en-
fermedades vinculadas mencionadas en la norma
sancionada no cumplen con ese criterio, toda vez
que el mismo atiende a razones que se relacionan
con la magnitud, gravedad del daño, vulnerabilidad,
impacto social, régimen sanitario internacional y
compromisos internacionales.

En consecuencia, los trastornos alimentarios no
constituyen una modalidad epidemiológica de las
que, conforme los criterios señalados, deben incluir-
se en el SINAVE.

Por ello, el Poder Ejecutivo nacional considera
que corresponde observar el artículo 5º del proyec-
to de ley registrado bajo el número 23.696.

Por su parte, el artículo 11 del citado proyecto de
ley establece que la publicidad y/o promoción, a tra-
vés de cualquier medio de difusión, de alimentos
con elevado contenido calórico y pobres en
nutrientes esenciales deberá contener la leyenda “El
consumo excesivo es perjudicial para la salud”.

En este orden de ideas, resulta importante expli-
car que la clasificación de “nutrientes esenciales”
no es clara ni tiene un sustento científico, siendo
además difícil encontrar ejemplos de un alimento que
por sí solo cumpla con los requisitos de elevado
contenido calórico y pobre en nutrientes esencia-
les.

En el mismo sentido, el Poder Ejecutivo nacional
deja constancia en los considerandos del decreto
de que no existe un valor o un umbral que clasifi-
que a un alimento como de elevado o bajo valor
energético”, puesto que cada alimento aporta una
cierta cantidad de calorías por porción, y de acuer-
do a las necesidades diarias de energía se pueden
consumir más o menos porciones de ese alimento.

Cabe destacar que el Código Alimentario Argen-
tino (CAA) expresa en su artículo 221 que “en la
publicidad que se realice por cualquier medio debe-
rá respetarse la definición, composición y denomi-
nación del producto establecido por el presente Có-
digo”.

Es preciso señalar que el Código Alimentario Ar-
gentino contiene las disposiciones higiénico-sani-
tarias, bromatológicas y de identificación comercial
de los alimentos destinados a consumo humano, ar-
monizado según las modificaciones incorporadas
como consecuencia de la internalización de normas
emanadas del Mercosur.

Al mismo tiempo, debe tenerse en cuenta que el
capítulo V del CAA incorporó, a través de la reso-
lución conjunta ex SPRyRS 149/05 y SAGPyA 683/
05, el Reglamento Técnico Mercosur para Rotula-
ción de Alimentos Envasados - Resolución GMC 26/

03 – y el Reglamento Técnico Mercosur sobre Ro-
tulado Nutricional de Alimentos Envasados - Reso-
lución GMC 46/03.

De igual modo, la resolución conjunta ex SPRyRS
150/05 y SAGPyA 684/05 incorporó al referido có-
digo el Reglamento Técnico Mercosur de Porcio-
nes de Alimentos Envasados a los Fines del Rotu-
lado Nutricional - Resolución GMC 47/03–.

En efecto, si se estimara necesario actualizar o
modificar algún aspecto del Código Alimentario Ar-
gentino, el artículo 6º, inciso b), del decreto 815/99
faculta a la Comisión Nacional de Alimentos a pro-
poner la actualización del mismo recomendando las
modificaciones que resulte necesario introducirle
para mantener su permanente adecuación a los ade-
lantos que se produzcan en la materia, tomando
como referencia las normas internacionales y los
acuerdos celebrados en el Mercosur.

Entonces, el artículo 11 del proyecto de ley pre-
citado, al procurar rotular a determinados alimentos
con la frase “El consumo excesivo es perjudicial
para la salud”, estaría modificando las normativas
del Mercosur en materia de rotulado de alimentos,
tales como las resoluciones GMC 26/03, 44/03, 46/
03 y 47/03.

Concretamente, la resolución GMC 26/03, en el
Anexo del Reglamento Técnico Mercosur para Ro-
tulación de Alimentos Envasados, en su artículo
3.1.b establece: “3.1.Los alimentos envasados no
deberán describirse ni presentarse con rótulo que
[…] b) atribuya efectos o propiedades que no po-
sea o que no puedan demostrarse…”.

Por lo expuesto, el Poder Ejecutivo nacional con-
sidera que corresponde observar el artículo 11 del
proyecto de ley registrado bajo el número 26.396.

En el mismo orden de ideas, el artículo 20 del pro-
yecto de ley referido establece que el Poder Ejecu-
tivo dispondrá las medidas necesarias a fin de que
los envases en que se comercialicen productos co-
mestibles destinados al consumo humano que ten-
gan entre sus insumos grasas “trans” lleven en le-
tra y lugar suficientemente visibles la leyenda: “El
consumo de grasa ‘trans’ es perjudicial para la sa-
lud”.

Tal y como ha sido expuesto en los párrafos pre-
cedentes, las normas de rotulación aplicables a los
alimentos, mediante las cuales se actualizó el Códi-
go Alimentario Argentino, son normas del Mercosur
incorporadas por los Estados partes a sus ordena-
mientos jurídicos a través de las precitadas resolu-
ciones GMC  26/03, 46/03 y 47/03, por lo que no es
posible modificar las reglamentaciones sin el acuer-
do de dichos Estados partes.

Resulta preciso aclarar que dichas resoluciones,
incorporadas al Código Alimentario Argentino por
resoluciones conjuntas ex SPRyRS 149/2005 y
SAGPyA 683/2005 y ex SPRyRS 150/2005 y SAGPyA
684/2005, respectivamente, fueron elaboradas por
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los países del Mercosur atendiendo a la preocupa-
ción generada por los efectos del estilo de vida y la
dieta que contribuyeron a la alta incidencia de
sobrepeso, obesidad y enfermedades cardiovascu-
lares.

Al respecto, la resolución GMC 26/03 en el anexo
del Reglamento Técnico Mercosur sobre el Rotula-

do Nutricional de Alimentos Envasados, en su artí-
culo 3.4.3.2. establece que en la información
nutricional se expresará “cero” o “0” o “no contie-
ne” para el valor energético y/o nutrientes, cuando
el alimento contenga cantidades menores o iguales
a las establecidas como “no significativas” de
acuerdo a la tabla siguiente:

Cantidades no significativas por porción
Valor energético/Nutrientes (expresadas en g o ml)

Valor energético Menor o igual que 4 kcal o menor que 17 kJ
Carbohidratos Menor o igual que 0,5 g

Proteínas Menor o igual que 0,5 g
Grasas totales * Menor o igual que 0,5 g
Grasas saturadas Menor o igual que 0,2 g

Grasas trans Menor o igual que 0,2 g
Fibra alimentaria Menor o igual que 0,5 g

Sodio Menor o igual que 5 mg

* Se declarará “cero”, “0” o no contiene”, cuando la cantidad de grasas totales, grasas saturadas y
grasas trans cumplan con la condición de cantidades no significativas y ningún otro tipo de grasa sea
declarado en cantidades superiores a cero.

En consecuencia, corresponde observar el artícu-
lo 20 del proyecto de ley registrado bajo el 26.396,
dada la conflictividad potencial que existiría entre
la redacción del artículo 20 del proyecto de ley san-
cionado y el Código Alimentario Argentino, armo-
nizado según las reglas emanadas del Mercosur.

Por último, el Poder Ejecutivo nacional considera
que resulta necesario observar el artículo 21 del pro-
yecto de ley registrado bajo el 26.396, dado que fa-
culta al Poder Ejecutivo a dictar las disposiciones
de carácter sancionatorio ante el incumplimiento de
la norma, teniendo en cuenta la gravedad de la falta
y la reiteración de la misma.

Al respecto, el Poder Ejecutivo nacional deja cons-
tancia en los considerandos del decreto objeto de
análisis del presente que Marienhoff define a los re-
glamentos delegados como aquellos reglamentos que
“…emite el Poder Ejecutivo en virtud de una atribu-
ción o habilitación que le confiere expresamente el
Poder Legislativo”, mientras que agrega que “...a la
emisión de reglamentos delegados debe restringírsela
o limitársela, en beneficio de las libertades públicas”;
y que “deben limitarse a desarrollar principios bási-
cos contenidos en la ley que hace la delegación. Ta-
les reglamentos tienen un doble límite: uno inmedia-
to, que es la ley de referencia, otro mediato, que es
la Constitución, cuyos principios, en lo atiente a la
materia delegada y a la extensión de la delegación,
deben ser respetados por el delegante”.11

“La Corte Suprema de Justicia de la Nación –agre-
ga Marienhoff– acepta que el reglamento delegado
pueda emitirse en nuestro país, sin que ello impli-
que agravio a texto o principio alguno de orden
constitucional. Pero supedita la validez de esos re-
glamentos a ciertas condiciones: las facultades nor-
mativas otorgadas al Poder Ejecutivo deben serlo
dentro de un ámbito cierto y determinado expresa-
mente. Ultimamente, con referencia a materia puni-
tiva (legislación de policía), circunscribió aún más
el ámbito de los decretos delegados.” 12

De igual modo, el referido autor expresa que
“...el acto que emita el Ejecutivo como consecuen-
cia de esta delegación legislativa, desde que in-
tegra la respectiva ley, participa de los caracteres
de ésta; en consecuencia, dicho acto podría ser
enjuiciado por los mismos medios por los que po-
dría serlo la ley que integra (verbigracia, podría
ser tachado de inconstitucional, si existiere tal vi-
cio). Si la ley que efectúa la delegación se refiere
a una facultad indelegable –por ejemplo, creación
de impuestos o configuración de delitos, etc.–, y
el Ejecutivo emitiere un acto creando impuestos
o configurando delitos, tanto la ley que conten-
ga esa delegación, como el acto del Ejecutivo que
le dio curso, pueden ser objetados de inconsti-
tucionales”.13

11 Marienhoff, Miguel S., Tratado de derecho adminis-
trativo, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, tomo I, pág. 267.

12 Marienhoff, Miguel S., ob., cit., tomo I, pág. 269.
13 Marienhoff, Miguel S., ob., cit., tomo I, pág. 274.
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Asimismo, enfatiza: “…al emitir un reglamento, el
órgano Ejecutivo debe respetar la llamada ‘reserva
de la ley’, en cuyo mérito ha de abstenerse de esta-
tuir sobre materias reservadas a la competencia del
legislador. En ese orden de ideas, no podría esta-
blecer impuestos, configurar delitos y establecer pe-
nas...”. 14

“Las autoridades administrativas, nacionales o
provinciales –destaca Marienhoff–, cualquiera fue-
ra su jerarquía o rango, carecen de imperio para con-
figurar o crear figuras contravencionales o faltas.
Tal configuración o creación debe ser, indefectible-
mente, obra del legislador: el Poder Ejecutivo –y con
mayor razón sus subordinados– tan sólo podrá re-
glamentar esa ley, a los efectos de su ejecución o
cumplimiento, pero cuidando siempre de no alterar
su espíritu.” 15

En materia jurisprudencial, la Corte Suprema de
Justicia de la Nación, en el caso “Mouviel, Raúl
Oscar y otros”, ha expresado: “...esta Corte también
ha establecido en causas que versaban sobre ma-
terias análogas que es una de las más preciosas ga-
rantías consagradas por la Constitución la de que
ningún habitante de la Nación puede ser penado
sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho
del proceso” (“Fallos” 136:200); que “toda nuestra
organización política y civil reposa en la ley. Los
derechos y obligaciones de los habitantes así como
las penas de cualquier clase que sean, sólo existen
en virtud de sanciones legislativas y el Poder Eje-
cutivo no puede crearlas ni el Poder Judicial apli-
carlas si falta la ley que las establezca” (“Fallos”
178:355); y que “la configuración de un delito, por
leve que sea, así como su represión, es materia que
hace a la esencia del Poder Legislativo y escapa de
la órbita de las facultades ejecutivas. Nadie está obli-
gado a hacer lo que la ley no manda ni privado de
lo que ella no prohíbe (artículo 19 de la CN). De ahí
nace la necesidad de que haya una ley que mande
o prohíba una cosa, para que una persona pueda
incurrir en falta por haber obrado u omitido obrar
en determinado sentido. Y es necesario que haya,
al mismo tiempo, una sanción legal que reprima la
contravención para que esa persona deba ser con-
denada por tal hecho (artículo 18 de la CN). Estos
dos principios fundamentales y correlativos en el
orden penal imponen la necesidad de que sea el Po-
der Legislativo quien establezca las condiciones en
que una falta se produce y la sanción que le co-
rresponde, ya que el Poder Ejecutivo solamente pue-
de reglamentar la ley, proveyendo a su ejecución,
pero cuidando siempre de no alterar su sentido (‘Fa-
llos’ 191:245)”.16

“Que conforme a esta doctrina, la ‘ley anterior’
de la garantía constitucional citada y del principio
‘Nullum crimen, nulla poena sine lege’ exige
indisolublemente la doble precisión por la ley de los
hechos punibles y de las penas a aplicar, sin perjui-
cio de que el legislador deje a los órganos ejecuti-
vos la reglamentación de las circunstancias o con-
diciones concretas de las acciones reprimidas y de
los montos de las penas dentro de un mínimo y máxi-
mo (‘Fallos’ 148:430). En el sistema representativo
republicano de gobierno adoptado por la Constitu-
ción y que se apoya fundamentalmente en el prin-
cipio de la división de los poderes, el legislador no
puede simplemente delegar en el Poder Ejecutivo o
en reparticiones administrativas la total configura-
ción de los delitos ni la libre elección de las penas,
pues ello importaría la delegación de facultades que
son por esencia indelegables. Tampoco al Poder Eje-
cutivo le es lícito, so pretexto de las facultades re-
glamentarias que le concede el artículo 99, inciso 2,
de la CN, sustituirse al legislador y por supuesta
vía reglamentaria dictar, en rigor, la ley previa que
requiere la garantía constitucional del artículo 18 de
la CN”.17

Es importante recordar que la Procuración del Te-
soro de la Nación se ha pronunciado en el mismo
sentido en el dictamen 244:833 al señalar que “esta
Procuración del Tesoro ya ha señalado antes de
ahora la improcedencia de plasmar conductas
punibles penalmente por medio de normas adminis-
trativas, en mérito a la flagrante transgresión que
ello supone a la garantía del artículo 18 de la Cons-
titución Nacional (v. dictámenes 188:85)”.

Por todo lo expuesto ut supra, surge de forma
clara e inequívoca que las observaciones parciales
expresadas por el Poder Ejecutivo nacional median-
te el decreto 1.395 de fecha 2 de septiembre de 2008
no alteran la autonomía normativa, la inteligencia,
el sentido ni la unidad del proyecto de ley 26.396
sancionado por el Honorable Congreso de la Na-
ción el 13 de agosto de 2008, referido a la preven-
ción y control de trastornos alimentarios.

En consecuencia, verificándose el cumplimiento
de los recaudos formales y sustanciales exigidos
constitucionalmente para el dictado de los decre-
tos en virtud de las facultades conferidas a través
de los artículos 80 y 99, inciso 3, de la Constitución
Nacional, y sin perjuicio de lo establecido en el ar-
tículo 15 de la ley 26.122, se eleva el presente des-
pacho.

III. Conclusión

Por los fundamentos expuestos, encontrándose
cumplidos en lo que respecta al dictado del decreto
1.398/08 los requisitos formales y sustanciales es-

14 Marienhoff, Miguel S., ob., cit., tomo I, pág. 282.
15 Marienhoff, Miguel S., ob., cit., tomo VI, pág. 282.
16 “Fallos” 237:626, “Raúl O. Mouviel y otros”, 17/5/

1957.
17 “Fallos” 237:626, “Raúl O. Mouviel y otros”, 17/5/

1957.
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tablecidos en los artículos 99, inciso 3, y 80 de la
Constitución Nacional y de conformidad con los tér-
minos del artículo 14 de la ley 26.122, la comisión
propone que se resuelva declarar expresamente la
validez del decreto 1.395 de fecha 2 de septiembre
de 2008.

Diana B. Conti.

II
Dictamen de minoría

(Aprobación)

Honorable Congreso:

La Comisión Bicameral Permanente de Trámite Le-
gislativo (Ley 26.122) ha considerado el mensaje del
jefe de Gabinete de Ministros por medio del cual se
comunica el dictado del  decreto de promulgación
parcial de ley (DPPL) 1.395/2008, y se lo remite para
consideración y dictamen de esta comisión en cum-
plimiento de lo dispuesto por el artículo 99, inciso
3, de la Constitución Nacional y por los artículos
2º, 14 y 19 de la ley 26.122.

Por los fundamentos que se exponen en el infor-
me acompañado, y por los que oportunamente am-
pliará el miembro informante, se aconseja la apro-
bación del siguiente

Proyecto de resolución

El Senado y la Cámara de Diputados de la Nación
RESUELVEN:

1) Aprobar el decreto de promulgación parcial de
ley 1.395/2008 debido a que el mismo tiene autono-
mía normativa y su aprobación parcial no altera el
espíritu del proyecto sancionado originalmente por
el Congreso, todo ello de conformidad con lo esta-
blecido por el artículo 80 de la Constitución Nacio-
nal y los artículos 14 y 22 de la ley 26.122.

2) Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional (ar-
tículo 26 de la ley 26.122), juntamente con sus fun-
damentos.

De acuerdo con las disposiciones pertinentes,
este dictamen pasa directamente al orden del día.

Sala de la comisión, 17 de septiembre de 2008.

Oscar R. Aguad. – Luis P. Naidenoff.

INFORME

Honorable Congreso:

1. Intervención legal.

1.1. La Comisión Bicameral y las Cámaras.

El Congreso Nacional, luego de doce años de pro-
ducida la última reforma constitucional, ha dado cum-
plimiento formal a la previsión de los artículos 80, úl-

tima parte, y 100, incisos 12 y 13, de la Constitución
Nacional (CN), sobre los decretos de promulgación
parcial de leyes (DPPL), al sancionar la “ley especial”
que rige el trámite y el alcance de la intervención del
Congreso y conformar la Comisión Bicameral Perma-
nente, recaudos ambos exigidos por dicha enmienda
para dar validez a este tipo de normas.

La parte final del artículo 99, inciso 3, de la Consti-
tución Nacional, aplicable a los decretos de promul-
gación parcial de leyes, dice: “...Una ley especial san-
cionada con la mayoría absoluta de la totalidad de los
miembros de cada Cámara regulará el trámite y los al-
cances de la intervención del Congreso”.

 “La especialidad otorga a la ley un relevante pa-
pel en cuanto a que su contenido es específico del
instituto que regula y, en caso de antinomias con
otras normas, se convierte en criterio para resolver
dándole preferencia, tal como ocurre con otros cri-
terios como el jerárquico normativo o el cronológi-
co.” 1

Respecto de la intervención de las Cámaras y la
Comisión Bicameral Permanente el artículo 99, inci-
so 3, en lo pertinente, dispone: “...El jefe de Gabi-
nete de Ministros personalmente y dentro de los
diez días someterá la medida a consideración de la
Comisión Bicameral Permanente, cuya composición
deberá respetar la proporción de las representacio-
nes políticas de cada Cámara. Esta comisión eleva-
rá su despacho en un plazo de diez días al plenario
de cada Cámara para su expreso tratamiento, el que
de inmediato considerarán las Cámaras…”.

El artículo 100, incisos 12 y 13, CN, dice lo si-
guiente: “...Al jefe de Gabinete de Ministros, con
responsabilidad política ante el Congreso de la Na-
ción, le corresponde: [...] “12. Refrendar los decre-
tos que ejercen facultades delegadas por el Con-
greso, los que estarán sujetos al control de la
Comisión Bicameral Permanente. 13. Refrendar con-
juntamente con los demás ministros los decretos de
necesidad y urgencia y los decretos que promul-
gan parcialmente leyes. Someterá personalmente y
dentro de los diez días de su sanción estos decre-
tos a consideración de la Comisión Bicameral Per-
manente”.

Respecto de la intervención de la Comisión Bica-
meral Permanente el artículo 2º de la ley  26.122 es-
tablece: “La Comisión Bicameral Permanente previs-
ta en los artículos 99, inciso 3, y 100, incisos 12 y
13, de la Constitución Nacional se rige por esta ley
y las disposiciones de su reglamento interno; y tie-
ne competencia para pronunciarse respecto de los
decretos: a) de necesidad y urgencia; b) por dele-
gación legislativa; y c) de promulgación parcial de
leyes, dictados por el Poder Ejecutivo nacional en

1 Pérez Hualde, Alejandro. Decretos de necesidad y ur-
gencia: su ley especial. Derecho constitucional de la refor-
ma de 1994 –II–. Ed. Depalma, Buenos Aires. 1995, pág.
226 y subsiguientes.
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los términos de los artículos 99, inciso 3, 76, 80 y
100, incisos 12 y 13, de la Constitución Nacional”.

El artículo 14 de la ley citada dispone además que:
“La Comisión Bicameral Permanente debe expedirse
acerca de la validez o invalidez del decreto de
promulgación parcial y elevar el dictamen al plenario
de cada Cámara para su expreso tratamiento. El dic-
tamen debe pronunciarse expresamente sobre la pro-
cedencia formal y sustancial del decreto. En este úl-
timo caso debe indicar si las partes promulgadas
parcialmente tienen autonomía normativa y si la apro-
bación parcial no altera el espíritu o la unidad del pro-
yecto sancionado originalmente por el Congreso”.

Los siguientes artículos de la ley también refie-
ren a las Cámaras y la Comisión Bicameral Perma-
nente, en lo pertinente, de la siguiente manera:

“Incumplimiento.” “Artículo 18. – En caso de
que el jefe de Gabinete no remita en el plazo esta-
blecido a la Comisión Bicameral Permanente los de-
cretos que reglamenta esta ley, dicha comisión se
abocará de oficio a su tratamiento. Para ello, el pla-
zo de diez días hábiles para dictaminar, se contará a
partir del vencimiento del término establecido para
la presentación del jefe de Gabinete”.

“Despacho de la Comisión Bicameral Perma-
nente.” “Artículo 19. – La Comisión Bicameral Per-
manente tiene un plazo de diez días hábiles conta-
dos desde la presentación efectuada por el jefe de
Gabinete, para expedirse acerca del decreto someti-
do a su consideración y elevar el dictamen al ple-
nario de cada una de las Cámaras. El dictamen de la
comisión debe cumplir con los contenidos mínimos
establecidos, según el decreto de que se trate, en
los capítulos I, II, III del presente título”.

“Tratamiento de oficio por las Cámaras.” “Ar-
tículo 20. – Vencido el plazo a que hace referencia
el artículo anterior sin que la Comisión Bicameral Per-
manente haya elevado el correspondiente despa-
cho, las Cámaras se abocarán al expreso e inmedia-
to tratamiento del decreto de que se trate de
conformidad con lo establecido en los artículos 99,
inciso 3 y 82 de la Constitución Nacional”.

“Plenario.” “Artículo 21. – Elevado por la comi-
sión el dictamen al plenario de ambas Cámaras, és-
tas deben darle inmediato y expreso tratamiento”.

“Pronunciamiento.” “Artículo 22. – Las Cámaras
se pronuncian mediante sendas resoluciones. El re-
chazo o aprobación de los decretos deberá ser ex-
preso conforme lo establecido en el artículo 82 de la
Constitución Nacional”. “Cada Cámara comunicará
a la otra su pronunciamiento de forma inmediata”.

En función de lo expuesto esta comisión bicameral
actúa en el marco de su competencia ejerciendo su
control y elevando su despacho,2 respecto de lo ac-

tuado por el Poder Ejecutivo nacional, para su ex-
preso tratamiento por el plenario de las Cámaras de
acuerdo con lo dispuesto por la CN y la ley 26.122.

2. Análisis del DPPL.

La aprobación del DPPL propuesto en el proyec-
to de resolución, y motivo del informe, se funda en
las razones y consideraciones siguientes:

2.1. Consideraciones generales.

2.1.1. En primer lugar es preciso destacar que el
decreto ha sido dictado invocando el artículo 80 de
la Constitución Nacional.

Sentado ello, y de acuerdo a las facultades con-
feridas al Poder Ejecutivo nacional por nuestra Car-
ta Magna, corresponde a esta comisión expedirse
de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 99, inciso
3 CN y los artículos 2º, 14 y 19 de la ley 26.122.

Textualmente el artículo 80 dice: “Se reputa apro-
bado por el Poder Ejecutivo todo proyecto no de-
vuelto en el término de diez días útiles. Los proyec-
tos desechados parcialmente no podrán ser
aprobados en la parte restante. Sin embargo, las par-
tes no observadas solamente podrán ser promulga-
das si tienen autonomía normativa y su aprobación
parcial no altera el espíritu ni la unidad del proyec-
to sancionado por el Congreso. En este caso será
de aplicación el procedimiento previsto para los de-
cretos de necesidad y urgencia”.

2.1.2. Con la reforma constitucional de 1994, la
promulgación parcial de leyes y el veto parcial pa-
recen confundirse en la frase del artículo 80 de la
Constitución Nacional que dispone “los proyectos
desechados parcialmente no podrán ser aprobados
en la parte restante”. Sin embargo, desde antes de
la reforma el Máximo Tribunal en el precedente
“Giulitta” 3 admitió el rechazo parcial de los proyec-
tos de ley, posición que tomamos como nuestra. Es
así que, para avalar tal decisión expresó que: “…El
veto parcial, cuya existencia se admite, tiene que
producir su efecto, que es el de suspender la apli-
cación de la ley. A primera vista parece que el veto
parcial y la promulgación fragmentaria se excluyen
recíprocamente, pero no es así. El veto parcial es,
en realidad, independiente de la promulgación. Este
derecho tiene, por lo menos, el efecto de suspen-
der la promulgación de la ley en relación a la parte
vetada; es decir, impedir que se produzca el efecto
de la promulgación tácita, por el transcurso de diez
días útiles que existe respecto de toda ley no ob-
servada dentro de ese término…” (Consid. 10).

En el mismo sentido, calificada doctrina, expresó
que: “…Desechar significa observar. Lo que el Po-
der Ejecutivo observa es el proyecto de ley sancio-

2 “La comisión se limita a elevar su despacho, que –como
señala Bidart Campos– no resulta vinculante para el Con-
greso.” Bidart Campos, Germán. Tratado elemental de de-
recho constitucional argentino, tomo VI. La reforma cons-
titucional de 1994, Ediar, Buenos Aires. 1995, pág. 444.

3 CSJN. Giulitta, Orencio A. y otros, sentencia del 28/
3/1941.
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nado por el Congreso. No es todavía ley, porque
ley es un acto complejo que exige concurrencia de
dos órganos –el Congreso y el presidente de la Re-
pública–, y a esta altura del proceso falta todavía
voluntad del segundo. El presidente observa. Y ob-
serva todo el proyecto, o una parte de él. Pero dice
el artículo ‘que el proyecto vuelve con sus objecio-
nes’, o sea el texto sancionado íntegro, y no sólo la
parte objetada. Primera conclusión: el presidente
puede vetar sólo una parte del proyecto, o sea, hay
veto parcial. No necesariamente debe desecharse el
proyecto completo. Segunda conclusión: la parte no
observada queda aprobada, es decir, ya no puede
caer sobre ella el veto presidencial”.4

2.1.3. Respecto del rol que debe cumplir el Con-
greso en el tratamiento de un decreto de pro-
mulgación parcial de leyes (DPPL) que llegare a su
seno, es de someterlo a lo que en la doctrina se ha
denominado “control político” del decreto.

Habrá dos aspectos que el Congreso no podrá
soslayar conforme la consagración constitucional:
a) la necesariedad de su intervención en la consi-
deración de la norma de excepción, y b) la necesi-
dad de que debe existir una manifestación expresa
(de aprobación o rechazo) ya que el artículo 82 de
la Constitución Nacional y el artículo 22 de la ley
26.122 excluyen todo intento de considerar
convalidado un DD por el mero silencio.

2.1.4. Por último diremos que la ley 26.122 (artícu-
los 22 y 26) obliga al Congreso a resolver dentro de
las alternativas de lo ordenado: aceptación o recha-
zo de la norma, impidiendo cualquier modificación del
texto remitido.

Textualmente el artículo 23 ordena: “Impedimen-
to. Artículo 23. – Las Cámaras no pueden introdu-
cir enmiendas, agregados o supresiones al texto del
Poder Ejecutivo, debiendo circunscribirse a la acep-
tación o rechazo de la norma mediante el voto de la
mayoría absoluta de los miembros presentes”.

2.2. Razones formales.

El decreto de promulgación parcial de ley, remiti-
do por el jefe de Gabinete, que constituye el objeto
de este análisis, establece lo siguiente:

DPPL, número 1.395/2008, publicado en el Bole-
tín Oficial del 2/9/2008, número 31.481, página 3, dic-
tado por el Poder Ejecutivo nacional; tiene por ob-
jeto observar los artículos 5º, 11, 20 y 21 de la ley
26.396 de “Prevención y Control de los Trastornos
Alimentarios”.

2.2.1. De acuerdo con el artículo 14 de la citada
ley 26.122 (“...El dictamen debe pronunciarse expre-
samente sobre la procedencia formal y sustancial
del decreto. En este último caso debe indicar si las

partes promulgadas parcialmente tienen autonomía
normativa y si la aprobación parcial no altera el es-
píritu o la unidad del proyecto”) es menester anali-
zar si el DPPL en análisis cumple con los requisitos
formales y sustanciales para su emisión exigidos por
la norma constitucional.

El decreto de promulgación parcial de ley, objeto
de análisis, desde el punto de vista formal reúne y
cumplimenta a nuestro entender los requisitos exi-
gidos por la CN y la ley especial para su acepta-
ción. A saber:

–Cuenta con el acuerdo general de ministros, la
refrendata de ellos y del jefe de Gabinete previstos
como requisitos formales.

–Cuenta con la mayoría del cuerpo ministerial,
también previsto por la doctrina como requisito for-
mal.

–El decreto ha sido presentado dentro del plazo
previsto que el jefe de Gabinete tiene para hacerlo.

–La comisión bicameral ha verificado que el
DPPL ha sido publicado en el Boletín Oficial.

2.3. Razones sustanciales.

De los artículos 99, inciso 3, 80 y 100 inciso 12 y
13 de la Constitución Nacional surgen un principio
general, y una excepción, la cual analizaremos a con-
tinuación:

–Principio general: “...Los proyectos desecha-
dos parcialmente no podrán ser aprobados en la
parte restante...”.

–Excepción: “Sin embargo, las partes no obser-
vadas solamente podrán ser promulgadas si tienen
autonomía normativa y su aprobación parcial no al-
tera el espíritu ni la unidad del proyecto sanciona-
do por el Congreso. En este caso será de aplica-
ción el procedimiento previsto para los decretos de
necesidad y urgencia”.

Es decir que la norma constitucional sujetó la
promulgación parcial al cumplimiento de dos
recaudos sustanciales: a) que la parte no vetada po-
sea autonomía jurídica y b) que la promulgación de
ese tramo de la ley no altere el espíritu ni la unidad
del proyecto sancionado por el Congreso. En con-
secuencia, como intérprete final que es, aunque no
el único, cabe a la Corte Suprema determinar el con-
tenido, alcance y límite de aquellos requisitos.5

A fin de poder determinar si la facultad constitu-
cional del Ejecutivo de promulgar parcialmente la ley
se adecua a las previsiones constitucionales, debe-
mos observar los fundamentos del decreto, que en
sus considerandos expresa:

4 Bidart Campos, Germán J., Veto y promulgación par-
cial de la ley (con particular referencia a la ley 16.881),
ED, 19-360.

5 Gelli, María Angélica, Constitución de la Nación Ar-
gentina comentada y concordada, “La Ley”, Buenos Ai-
res, 2001, tomo II, pág. 558.



CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION O.D. Nº 1004 11

“...Que, por otra parte, se crea el programa nacio-
nal de prevención y control de los trastornos
alimentarios en el ámbito del Ministerio de Salud,
detallándose los objetivos del mismo.

Que el artículo 5º del proyecto de ley incluye a
los trastornos alimentarios en el Sistema Nacional
de Vigilancia Epidemiológica —SINAVE—, o en el
que, en el futuro, corresponda.

Que el SINAVE tiene por objeto la detección tem-
prana y monitoreo de brotes o modalidades
epidemiológicas de enfermedades que impliquen un
riesgo para la población y que, por lo tanto, requie-
ran la inmediata intervención para su control, sien-
do además, por tales características, de notificación
obligatoria.

Que los trastornos alimentarios y las enfermeda-
des vinculadas mencionadas en la norma sanciona-
da no cumplen con ese criterio, toda vez que el mis-
mo atiende a razones que se relacionan con la
magnitud, gravedad del daño, vulnerabilidad, impac-
to social, régimen sanitario internacional y compro-
misos internacionales.

Que en virtud de ello, los trastornos alimentarios
no constituyen una modalidad epidemiológica de las
que, conforme los criterios señalados, deben incluir-
se en el SINAVE.

Que en consecuencia, corresponde observar el
artículo 5º del proyecto de ley registrado bajo el
número 23.696.

Que el artículo 11 del proyecto de ley establece
que la publicidad y/o promoción, a través de cual-
quier medio de difusión, de alimentos con elevado
contenido calórico y pobres en nutrientes esencia-
les, deberá contener la leyenda “El consumo exce-
sivo es perjudicial para la salud”.

...Que, al rotular a determinados alimentos con la
frase “El consumo excesivo es perjudicial para la sa-
lud”, se estarían modificando las normativas
Mercosur en materia de rotulado de alimentos (re-
soluciones GMC 26/03, 44/03, 46/03, 47/03).

Que, en virtud de las consideraciones expuestas,
corresponde observar el artículo 11 del proyecto de
ley registrado bajo el número 26.396.

Que el artículo 20 del proyecto de ley establece
que el Poder Ejecutivo dispondrá las medidas ne-
cesarias a fin de que los envases en que se comer-
cialicen productos comestibles destinados al con-
sumo humano que tengan entre sus insumos grasas
(trans) lleven en letra y lugar suficientemente visi-
bles la leyenda: “El consumo de grasa trans es per-
judicial para la salud”.

Que el Código Alimentario Argentino contiene las
disposiciones higiénico-sanitarias, bromatológicas
y de identificación comercial de los alimentos des-
tinados a consumo humano, armonizado según las
modificaciones incorporadas como consecuencia de
la internalización de normas emanadas del Mercosur.

Que, en tal sentido, debe tenerse en cuenta que
el capítulo V del CAA incorporó, a través de la re-
solución conjunta ex SPRyRS 149/05 y SAGPyA
683/05, el Reglamento Técnico Mercosur para rotu-
lación de alimentos envasados –Resolución GMC
26/03– y el Reglamento Técnico Mercosur sobre ro-
tulado nutricional de alimentos envasados –resolu-
ción GMC 46/03–.

Que corresponde tener en cuenta asimismo la re-
solución conjunta ex SPRyRS 150/05 y SAGPyA
684/05, que incorporó al referido código el Regla-
mento Técnico Mercosur de Porciones de Alimen-
tos Envasados a los Fines del Rotulado Nutricional
–resolución GMC 47/03–.

Que si se estimara necesario actualizar o modifi-
car algún aspecto del Código Alimentario Argenti-
no, el artículo 6º, inciso b) del decreto 815/99 facul-
ta a la Comisión Nacional de Alimentos a proponer
la actualización del mismo recomendando las modi-
ficaciones que resulte necesario introducirle para
mantener su permanente adecuación a los adelan-
tos que se produzcan en la materia, tomando como
referencia las normas internacionales y los acuer-
dos celebrados en el Mercosur.

Que, por otra parte, las normas de rotulación apli-
cables a los alimentos, mediante las cuales se ac-
tualizó el Código Alimentario Argentino, son nor-
mas Mercosur incorporadas por los Estados Partes
a sus ordenamientos jurídicos (resoluciones GMC
26/03, 46/03 y 47/03), por lo que no es posible mo-
dificar las reglamentaciones sin el acuerdo de dichos
Estados Partes.

Que, atendiendo a la preocupación generada por
los efectos del estilo de vida y la dieta que contri-
buyeron a la alta incidencia de sobrepeso, obesi-
dad y enfermedades cardiovasculares, los países del
Mercosur elaboraron las mencionadas resoluciones
que fueron, como ya se expresara, incorporadas al
Código Alimentario Argentino por resoluciones con-
juntas ex SPRyRS 149/2005 y SAGPyA 683/2005 y
ex SPRyRS 150/2005 y SAGPyA 684/2005, respecti-
vamente.

Que, en virtud de ello es dable hacer notar la
conflictividad potencial que existiría entre la redac-
ción del artículo 20 del proyecto de ley sancionado
y el Código Alimentario Argentino, armonizado se-
gún las reglas emanadas del Mercosur.

Que en consecuencia, corresponde observar el
artículo 20 del proyecto de ley registrado bajo el
número 26.396.

Que el artículo 21 del proyecto de ley faculta al
Poder Ejecutivo, a dictar las disposiciones de ca-
rácter sancionatorio ante el incumplimiento de la
norma, teniendo en cuenta la gravedad de la falta y
la reiteración de la misma.

...Que, la Corte Suprema de Justicia de la Nación,
en el caso Mouviel, Raúl Oscar y otros (“Fallos”,
CSJN 237:626), ha expresado: ...es una de las más
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preciosas garantías consagradas por la Constitución
la de que ningún habitante de la Nación puede ser
penado sin juicio previo fundado en ley anterior al
hecho del proceso (“Fallos”, 136:200); que toda
nuestra organización política y civil reposa en la ley.
Los derechos y obligaciones de los habitantes así
como las penas de cualquier clase que sean, sólo
existen en virtud de sanciones legislativas y el Po-
der Ejecutivo no puede crearlas ni el Poder Judicial
aplicarlas si falta la ley que las establezca (‘Fallos’,
178:355); y que la configuración de un delito, por
leve que sea, así como su represión, es materia que
hace a la esencia del Poder Legislativo y escapa de
la órbita de las facultades ejecutivas. Nadie está obli-
gado a hacer lo que la ley no manda ni privado de
lo que ella no prohíbe (artículo 19 de la CN). De ahí
nace la necesidad de que haya una ley que mande
o prohíba una cosa, para que una persona pueda
incurrir en falta por haber obrado u omitido obrar
en determinado sentido. Y es necesario que haya,
al mismo tiempo, una sanción legal que reprima la
contravención para que esa persona deba ser con-
denada por tal hecho (artículo 18 de la CN). Estos
dos principios fundamentales y correlativos en el
orden penal, imponen la necesidad de que sea el
Poder Legislativo quien establezca las condiciones
en que una falta se produce y la sanción que le co-
rresponde, ya que el Poder Ejecutivo solamente pue-
de reglamentar la ley, proveyendo a su ejecución,
pero cuidando siempre de no alterar su sentido (‘Fa-
llos’, 191:245).

Que conforme a esta doctrina, la “ley anterior”
de la garantía constitucional citada y del principio
nullum crimen, nulla poena sine lege, exige
indisolublemente la doble precisión por la ley de los
hechos punibles y de las penas a aplicar, sin perjui-
cio de que el legislador deje a los órganos ejecuti-
vos la reglamentación de las circunstancias o con-
diciones concretas de las acciones reprimidas y de
los montos de las penas dentro de un mínimo y máxi-
mo (“Fallos”, 148:430). En el sistema representativo
republicano de gobierno adoptado por la Constitu-
ción y que se apoya fundamentalmente en el prin-
cipio de la división de los poderes, el legislador no
puede simplemente delegar en el Poder Ejecutivo o
en reparticiones administrativas la total configura-
ción de los delitos ni la libre elección de las penas,
pues ello importaría la delegación de facultades que
son por esencia indelegables. Tampoco al Poder Eje-
cutivo le es lícito, so pretexto de las facultades re-
glamentarias que le concede el artículo 99, inciso 2
de la CN, sustituirse al legislador y por supuesta
vía reglamentaria dictar, en rigor, la ley previa que
requiere la garantía constitucional del artículo 18 de
la CN.

Que, en el mismo sentido se ha pronunciado la
Procuracion del Tesoro de la Nación en el dictamen
244:833: Esta procuración del Tesoro ya ha señala-
do antes de ahora la improcedencia de plasmar con-

ductas punibles penalmente por medio de normas
administrativas, en mérito a la flagrante transgresión
que ello supone a la garantía del artículo 18 de la
Constitución Nacional (v. Dictámenes 188:85).

Que, en consecuencia, corresponde observar el
artículo 21 del proyecto de ley registrado bajo el
número 26.396.

Que la medida que se propone no altera el espíri-
tu ni la unidad del proyecto de ley sancionado por
el Honorable Congreso de la Nación.

Si bien el presente DPPL cumple con los requisi-
tos constitucionales, entendemos oportuno recal-
car que el Poder Ejecutivo está usando una facul-
tad constitucional; sería conveniente que estas
consideraciones vertidas en el decreto analizado
sean vertidas y debatidas en el seno del Congreso
Nacional, así los legisladores podemos discutir es-
tas cuestiones detalladas en los considerandos del
decreto 1.395/2008 transcritos precedentemente, a
fin de poder encontrar una fórmula que respete los
intereses comprometidos en estas cuestiones trata-
das en la ley vetada.

Sometiendo a esta prueba (test) de cons-
titucionalidad al DPPL 1.395/2008 remitido a la Co-
misión Bicameral Permanente para su consideración,
advertimos que  reúne los requisitos sustanciales
exigidos por la norma reglamentaria, es decir que el
presente decreto posee autonomía normativa y no
altera el espíritu ni la unidad del proyecto sancio-
nado originariamente por el Congreso de la Nación.

3. Conclusión.

Debemos reflexionar políticamente sobre el dic-
tado de este decreto de promulgación parcial de ley.

A nuestro entender, tal como lo expresábamos
con anterioridad, el decreto en cuestión cumplimenta
con los requisitos sustanciales exigidos por la nor-
ma constitucional para el dictado de este tipo de
normas.

Ya la Corte Suprema de Justicia hacia referencia
a estos requisitos antes de la reforma constitucio-
nal de 1994, que introdujera el mencionado artículo
80. Así, en el considerando 7 del  fallo “Colella”6

nuestro máximo tribunal sostenía: “...que el proyec-
to sancionado por el Congreso Nacional constituía
un todo inescindible, de modo que las normas no
promulgadas no han podido separarse del texto to-
tal sin detrimento de la unidad de éste. Como regla,
las disposiciones que componen una ley están vin-
culadas entre sí. No cabe asegurar, pues, que el Con-
greso hubiera sancionado el proyecto en caso de
excluirse algunas de sus normas capitales. De ahí
que el Poder Ejecutivo no pudo, en su momento,
proceder como procedió, sin invadir atribuciones

6 CSJN, “Colella, Ciriaco c. Fevre y Basset S.A. y/u otro”,
sentencia del 9/8/1967.
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propias del Congreso Nacional y, sin asumir, en la
especie, la calidad de legislador”.

En el mismo sentido se expresó la Corte en el pre-
cedente “Bustos”7 al reiterar la doctrina expuesta
en el caso “Franzini”; estableció que “…de confor-
midad al antiguo artículo 72 de la Constitución Na-
cional, el Poder Ejecutivo se encontraba facultado
para promulgar una ley en forma parcial, supeditan-
do la validez de tal promulgación a que permane-
ciese inalterado el objeto central de la norma, de for-
ma que las partes observadas pudiesen escindirse
del texto del proyecto sancionado por el Congreso,
sin detrimento de aquél”.

Asimismo, debemos destacar, que si bien las par-
tes promulgadas tienen una autonomía normativa y
que la promulgación parcial no altera el espíritu ni
la unidad del proyecto sancionado, la situación con-
traria, o sea, que no se den estos requisitos sus-
tanciales, y el consiguiente rechazo del decreto, ge-
neraría “a contrario sensu” que entre en vigencia la
parte que sí se promulgó, retrocediendo el avance
que ya se realizó con la sanción de la ley. En defini-
tiva, de rechazarse el decreto, no habría promul-
gación y por ende los destinatarios de la ley se ve-
rían aún más perjudicados8 que antes de la sanción
de la ley 26.396.

Cabe concluir que sería bueno a fin de garantizar
un debate amplio, que estas leyes de la Nación fue-
ran debatidas en extenso dentro del Congreso de la
Nación.

Por ello, toda vez que el decreto de promulgación
parcial de ley sometido a examen cumple los requi-
sitos formales y sustanciales exigidos por la norma
de aplicación, a fin de ejercer un debido control de
constitucionalidad, es que esta Comisión Bicameral
Permanente puede convalidar su dictado, y en con-
secuencia propone su aprobación conforme a los
fundamentos que anteceden.

Oscar R. Aguad. – Luis P. Naidenoff.

7 CSJN, “Bustos, Julio O. c. Servicios Especiales San An-
tonio S.A.”, sentencia del 20/8/1996.

8 En igual sentido: “…Ahora bien, ¿cuáles serían las con-
secuencias de la no aprobación de la promulgación parcial?
Evidentemente, las mismas que las del veto total. Es im-
portante esto porque a veces se confunden las cosas cre-
yendo que el efecto sería que la ley quedaría promulgada
como fue sancionada por el Legislativo. No puede ser esto
posible porque el constituyente del 94 al tiempo que refor-
mó el artículo 70 (actual artículo 80), no modificó el viejo
artículo 72 (actual artículo 83). Es decir, mantuvo la nece-
sidad de dos tercios de votos de cada Cámara para insistir
contra el veto del Ejecutivo, sea éste total o parcial…”
(Ibarlucía, Emilio A., El veto, la promulgación parcial de
leyes, la insistencia legislativa, el control parlamentario y
el control judicial de constitucionalidad  –nota a fallo–, “La
Ley”, 2000-E, 138.

ANTECEDENTE
Mensaje del Poder Ejecutivo

Buenos Aires, 2 de septiembre de 2008.

A la Comisión Bicameral Permanente del Hono-
rable Congreso de la Nación.

Tengo el agrado de dirigirme a esa comisión, en
virtud de lo dispuesto por el artículo 100, inciso 13
de la Constitución Nacional y por la ley 26.122, a
fin de remitir copia autenticada del decreto de
promulgación parcial del proyecto de ley registra-
do bajo el número 26.396.

Mensaje 51

SERGIO MASSA.
María G. Ocaña.

Buenos Aires, 2 de septiembre de 2008.

VISTO el proyecto de ley registrado bajo el núme-
ro 26.396, sancionado por el Honorable Congreso
de la Nación el 13 de agosto de 2008, y

CONSIDERANDO:

Que por el citado proyecto de ley se declara de
interés nacional la prevención y control de los tras-
tornos alimentarios, que comprenderá la investiga-
ción de sus agentes causales, el diagnóstico y tra-
tamiento de las enfermedades vinculadas, asistencia
integral y rehabilitación, incluyendo la de sus pato-
logías derivadas, y las medidas tendientes a evitar
su propagación.

Que, asimismo, se determina que debe entender-
se por trastornos alimentarios, a la obesidad, a la
bulimia y a la anorexia nerviosa, y a las demás en-
fermedades que la reglamentación determine, rela-
cionadas con inadecuadas formas de ingesta ali-
menticia.

Que, por otra parte, se crea el Programa Nacional
de Prevención y Control de los Trastornos
Alimentarios en el ámbito del Ministerio de Salud,
detallándose los objetivos del mismo.

Que el artículo 5° del proyecto de ley incluye a
los trastornos alimentarios en el Sistema Nacional
de Vigilancia Epidemiológica –SINAVE–, o en el que,
en el futuro, corresponda.

Que el SINAVE tiene por objeto la detección tem-
prana y monitoreo de brotes o modalidades
epidemiológicas de enfermedades que impliquen un
riesgo para la población y que, por lo tanto, requie-
ran la inmediata intervención para su control, sien-
do además, por tales características, de notificación
obligatoria.

Que los trastornos alimentarios y las enfermeda-
des vinculadas mencionadas en la norma sanciona-
da no cumplen con ese criterio, toda vez que el mis-
mo atiende a razones que se relacionan con la
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magnitud, gravedad del daño, vulnerabilidad, impac-
to social, régimen sanitario internacional y compro-
misos internacionales.

Que en virtud de ello, los trastornos alimentarios
no constituyen una modalidad epidemiológica de las
que, conforme los criterios señalados, deben incluir-
se en el SINAVE.

Que en consecuencia, corresponde observar el
artículo 5° del proyecto de ley registrado bajo el
número 23.696.

Que el articulo 11 del proyecto de ley establece
que la publicidad y/o promoción, a través de cual-
quier medio de difusión, de alimentos con elevado
contenido calórico y pobres en nutrientes esencia-
les, deberá contener la leyenda “El consumo exce-
sivo es perjudicial para la salud”.

Que la clasificación de “nutrientes esenciales” no
es clara y no tiene un sustento científico.

Que resulta difícil encontrar ejemplos de un ali-
mento que por sí solo cumpla con los requisitos de
elevado contenido calórico y pobre en nutrientes
esenciales. No existe un valor o un umbral que cla-
sifique a un alimento como de “elevado o bajo va-
lor energético”, cada alimento aporta una cierta can-
tidad de calorías por porción, y de acuerdo a las
necesidades diarias de energía se pueden consumir
más o menos porciones de ese alimento.

Que, desde un punto de vista estrictamente nor-
mativo, el Código Alimentario Argentino (CAA) ex-
presa en su artículo 221: “En la publicidad que se
realice por cualquier medio deberá respetarse la de-
finición, composición y denominación del produc-
to establecido por el presente Código”.

Que, al rotular a determinados alimentos con la
frase “El consumo excesivo es perjudicial para la sa-
lud”, se estarían modificando las normativas
Mercosur en materia de rotulado de alimentos (re-
soluciones GMC 26/03, 44/03, 46/03, 47/03).

Que, en virtud de las consideraciones expuestas,
corresponde observar el artículo 11 del proyecto de
ley registrado bajo el número 26.396.

Que el artículo 20 del proyecto de ley establece
que el Poder Ejecutivo dispondrá las medidas ne-
cesarias a fin de que los envases en que se comer-
cialicen productos comestibles destinados al con-
sumo humano que tengan entre sus insumos grasas
“trans” lleven en letra y lugar suficientemente visi-
bles la leyenda: “El consumo de grasa ‘trans’ es per-
judicial para la salud”.

Que el Código Alimentario Argentino contiene las
disposiciones higiénico-sanitarias, bromatológicas
y de identificación comercial de los alimentos des-
tinados a consumo humano, armonizado según las
modificaciones incorporadas como consecuencia de
la internalización de normas emanadas del Mercosur.

Que, en tal sentido, debe tenerse en cuenta que
el capítulo V del CAA incorporó, a través de la re-

solución conjunta ex SPRyRS 149/05 y SAGPyA
683/05, el Reglamento Técnico Mercosur para Ro-
tulación de Alimentos Envasados - resolución GMC
26/03 y el Reglamento Técnico Mercosur sobre Ro-
tulado Nutricional de Alimentos Envasados - reso-
lución GMC 46/03.

Que corresponde tener en cuenta asimismo la re-
solución conjunta ex SPRyRS 150/05 y SAGPyA
684/05, que incorporó al referido Código el “Regla-
mento Técnico Mercosur de Porciones de Alimen-
tos Envasados a los Fines del Rotulado Nutricional”
- resolución GMC 47/03.

Que si se estimara necesario actualizar o modifi-
car algún aspecto del Código Alimentario Argenti-
no, el artículo 6°, inciso b) del decreto 815/99 facul-
ta a la Comisión Nacional de Alimentos a proponer
la actualización del mismo recomendando las modi-
ficaciones que resulte necesario introducirle para
mantener su permanente adecuación a los adelan-
tos que se produzcan en la materia, tomando como
referencia las normas internacionales y los acuer-
dos celebrados en el Mercosur.

Que, por otra parte, las normas de rotulación apli-
cables a los alimentos, mediante las cuales se ac-
tualizó el Código Alimentario Argentino, son nor-
mas Mercosur incorporadas por los Estados Partes
a sus ordenamientos jurídicos (resoluciones GMC
26/03, 46/03 y 47/03), por lo que no es posible mo-
dificar las reglamentaciones sin el acuerdo de dichos
Estados Partes.

Que, atendiendo a la preocupación generada por
los efectos del estilo de vida y la dieta que contri-
buyeron a la alta incidencia de sobrepeso, obesi-
dad y enfermedades cardiovasculares, los países del
Mercosur elaboraron las mencionadas resoluciones
que fueron, como ya se expresara, incorporadas al
Código Alimentario Argentino por resoluciones con-
juntas ex SPRyRS 149/2005 y SAGPyA 683/2005 y
ex SPRyRS 150/2005 y SAGPyA 684/2005, respecti-
vamente.

Que, en virtud de ello es dable hacer notar la
conflictividad potencial que existiría entre la redac-
ción del artículo 20 del proyecto de ley sancionado
y el Código Alimentario Argentino, armonizado se-
gún las reglas emanadas del Mercosur.

Que en consecuencia, corresponde observar el
artículo 20 del proyecto de ley registrado bajo el
número 26.396.

Que el artículo 21 del proyecto de ley faculta al
Poder Ejecutivo, a dictar las disposiciones de ca-
rácter sancionatorio ante el incumplimiento de la
norma, teniendo en cuenta la gravedad de la falta y
la reiteración de la misma.

Que, al respecto, Marienhoff sostiene que los re-
glamentos delegados “Son los que emite el Poder
Ejecutivo en virtud de una atribución o habilitación
que le confiere expresamente el Poder Legislativo”.
Asimismo, señala que “...a la emisión de reglamen-



CAMARA DE DIPUTADOS DE LA NACION O.D. Nº 1004 15

tos delegados debe restringírsela o limitársela, en
beneficio de las libertades públicas; y que ‘deben
limitarse a desarrollar principios básicos contenidos
en la ley que hace la delegación. Tales reglamentos
tienen un doble límite: uno inmediato, que es la ley
de referencia, otro mediato, que es la Constitución,
cuyos principios, en lo atinente a la materia delega-
da y a la extensión de la delegación, deben ser res-
petados por el delegante”. (Tratado de Derecho Ad-
ministrativo, tomo I, pág. 267).

Que, además, agrega que “la Corte Suprema de
Justicia de la Nación acepta que el reglamento de-
legado pueda emitirse en nuestro país, sin que ello
implique agravio a texto o principio alguno de or-
den constitucional. Pero supedita la validez de esos
reglamentos a ciertas condiciones: las facultades
normativas otorgadas al Poder Ejecutivo deben
serlo dentro de un ámbito cierto y determinado ex-
presamente. Ultimamente, con referencia a materia
punitiva (legislación de policía), circunscribió aún
más el ámbito de los decretos delegados” (Tratado
de Derecho Administrativo, tomo I, pág. 269).

Que, por otra parte, expresa que “...el acto que
emita el Ejecutivo como consecuencia de esta dele-
gación legislativa, desde que integra la respectiva
ley, participa de los caracteres de ésta; en conse-
cuencia, dicho acto podría ser enjuiciado por los
mismos medios por los que podría serlo la ley que
integra (verbigracia, podría ser tachado de incons-
titucional, si existiere tal vicio). Si la ley que efectúa
la delegación se refiere a una facultad indelegable
–por ejemplo, creación de impuestos o configuran-
do delitos, etcétera–, y el Ejecutivo emitiere un acto
creando impuestos o configurando delitos, tanto la
ley que contenga esa delegación, como el acto del
Ejecutivo que le dio curso, pueden ser objetados
de inconstitucionales”. (Tratado de Derecho Admi-
nistrativo, tomo I, pág. 274).

Que, “al emitir un reglamento, el órgano Ejecuti-
vo debe respetar la llamada ‘reserva de la ley’, en
cuyo mérito ha de abstenerse de estatuir sobre ma-
terias reservadas a la competencia del legislador. En
ese orden de ideas, no podría establecer impues-
tos, configurar delitos y establecer penas...”. (Tra-
tado de Derecho Administrativo, tomo I, pág. 282).

Que además, señala que “Las autoridades admi-
nistrativas, nacionales o provinciales, cualquiera
fuera su jerarquía o rango, carecen de imperio para
configurar o crear figuras contravencionales o fal-
tas. Tal configuración o creación debe ser, indefec-
tiblemente, obra del legislador: el Poder Ejecutivo –
y con mayor razón sus subordinados– tan sólo
podrá reglamentar esa ley, a los efectos de su eje-
cución o cumplimiento, pero cuidando siempre de
no alterar su espíritu”. (Tratado de Derecho Admi-
nistrativo, tomo IV, pág. 560).

Que, la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en
el caso “Mouviel, Raúl Oscar y otros” (“Fallos” CSJN
237:626) ha expresado: “...es una de las más precio-

sas garantías consagradas por la Constitución la de
que ningún habitante de la Nación puede ser pena-
do sin juicio previo fundado en ley anterior al hecho
del proceso”. (“Fallos” 136:200); que “toda nuestra
organización política y civil reposa en la ley. Los de-
rechos y obligaciones de los habitantes así como las
penas de cualquier clase que sean, sólo existen en
virtud de sanciones legislativas y el Poder Ejecutivo
no puede crearlas ni el Poder Judicial aplicarlas si falta
la ley que las establezca”. (“Fallos” 178:355); y que
“la configuración de un delito, por leve que sea, así
como su represión, es materia que hace a la esencia
del Poder Legislativo y escapa de la órbita de las fa-
cultades ejecutivas. Nadie está obligado a hacer lo
que la ley no manda ni privado de lo que ella no
prohíbe (artículo 19 de la CN). De ahí nace la necesi-
dad de que haya una ley que mande o prohíba una
cosa, para que una persona pueda incurrir en falta
por haber obrado u omitido obrar en determinado
sentido. Y es necesario que haya, al mismo tiempo,
una sanción legal que reprima la contravención para
que esa persona deba ser condenada por tal hecho
(artículo 18 de la CN). Estos dos principios funda-
mentales y correlativos en el orden penal, imponen
la necesidad de que sea el Poder Legislativo quien
establezca las condiciones en que una falta se pro-
duce y la sanción que le corresponde, ya que el Po-
der Ejecutivo solamente puede reglamentar la ley,
proveyendo a su ejecución, pero cuidando siempre
de no alterar su sentido”. (“Fallos”, 191:245).

“Que conforme a esta doctrina, la ‘ley anterior’ de
la garantía constitucional citada y del principio
nullum crimen, nulla poena sine lege, exige
indisolublemente la doble precisión por la ley de los
hechos punibles y de las penas a aplicar, sin perjui-
cio de que el legislador deje a los órganos ejecuti-
vos la reglamentación de las circunstancias o condi-
ciones concretas de las acciones reprimidas y de los
montos de las penas dentro de un mínimo y máximo
(“Fallos” 148:430). En el sistema representativo re-
publicano de gobierno adoptado por la Constitución
y que se apoya fundamentalmente en el principio de
la división de los poderes, el legislador no puede sim-
plemente delegar en el Poder Ejecutivo o en reparti-
ciones administrativas la total configuración de los
delitos ni la libre elección de las penas, pues ello im-
portaría la delegación de facultades que son por esen-
cia indelegables. Tampoco al Poder Ejecutivo le es
lícito, so pretexto de las facultades reglamentarias que
le concede el artículo 99, inciso 2 de la CN, sustituirse
al legislador y por supuesta vía reglamentaria dictar,
en rigor, la ley previa que requiere la garantía consti-
tucional del artículo 18 de la CN”.

Que, en el mismo sentido se ha pronunciado la
Procuración del Tesoro de la Nación en el dictamen
244:833: “Esta Procuración del Tesoro ya ha señala-
do antes de ahora la improcedencia de plasmar con-
ductas punibles penalmente por medio de normas
administrativas, en mérito a la flagrante transgresión
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que ello supone a la garantía del artículo 18 de la
Constitución Nacional (v. Dictámenes 188:85)”.

Que, en consecuencia, corresponde observar el
artículo 21 del proyecto de ley registrado bajo el nú-
mero 26.396.

Que la medida que se propone no altera el espíri-
tu ni la unidad del proyecto de ley sancionado por
el Honorable Congreso de la Nación.

Que el presente se dicta en uso de las facultades
conferidas al Poder Ejecutivo nacional por el artí-
culo 80 de la Constitución Nacional.

Por ello,
La presidenta de la Nación Argentina, en Acuer-

do general de ministros
DECRETA:

Artículo 1° – Obsérvanse los artículos 5°, 11, 20 y
21 del proyecto de ley registrado bajo el número 26.396.

Art. 2° – Con las salvedades establecidas en el
artículo precedente, cúmplase, promúlgase y ténga-
se por ley de la Nación el proyecto de ley registra-
do bajo el número 26.396.

Art. 3° – Dése cuenta a la Comisión Bicameral
Permanente del Honorable Congreso de la Nación.

Art. 4° – Comuníquese, publíquese, dese a la Di-
rección Nacional del Registro Oficial y archívese.

Decreto 1.395

CRISTINA FERNÁNDEZ DE KIRCHNER.

Aníbal D. Fernández. – Sergio Tomás
Massa. – Aníbal F. Randazzo. – Carlos
A. Tomada. – Julio M. De Vido. – María
G. Ocaña. – Alicia M. Kirchner. –
Carlos R. Fernández. – Juan C.
Tedesco. – Jorge E. Taiana.


